[image: image1.png]COMUNIDAD
ANDINA

SECRETARIA GENERAL

VRN




[image: image2.jpg]CONSULTORIAS




SG/CEPS.PACJDC/2006 

28  de abril de 2006
5.11
CONSULTORÍA PARA LA ELABORACIÓN DE UN PROGRAMA ANDINO DE CAPACITACIÓN DE JUECES NACIONALES EN MATERIA DE DERECHO COMUNITARIO

INFORME FINAL
PREPARADO POR

JORGE LUIS SUÁREZ M.

    Consultor del Proyecto de Capacitación de 
Jueces Nacionales en Derecho Comunitario

Secretaría General de la Comunidad Andina

PERU. 2006


INFORME FINAL

CONSULTORÍA PARA LA ELABORACIÓN DE UN PROGRAMA ANDINO DE CAPACITACIÓN DE JUECES NACIONALES
 EN MATERIA DE DERECHO COMUNITARIO

Por:
Jorge Luis Suárez M.

    




Consultor del Proyecto de Capacitación de Jueces

 Nacionales en Derecho Comunitario
Secretaría General de la Comunidad Andina

INTRODUCCIÓN

Luego de realizado el seminario sobre Derecho Comunitario en la sede de la Secretaría General de la Comunidad Andina en la ciudad de Lima, Perú, los días 16 y 17 de febrero de 2006, al que asistieron representantes de los Altos Tribunales nacionales, así como de las escuelas judiciales o las figuras equivalentes existentes en los Países Miembros y del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, se procedió a elaborar una propuesta de Programa Andino para Capacitación de Jueces Nacionales en Derecho Comunitario, con la aspiración de que sea llevado a cabo en cada uno de los Países Miembros.

El Programa Andino de Capacitación de Jueces Nacionales en Derecho Comunitario fue diseñado en forma modular, teniendo cada uno de los módulos un contenido, en principio independiente, pero todos concatenados entre sí con la finalidad de llegar a un resultado concreto como es el conocimiento del papel de los jueces nacionales como jueces comunitarios andinos, su objetivo principal. Este programa se planteó en dos versiones, una larga, muy ambiciosa, profunda y completa, y otra versión corta, condensada o resumida, con un contenido más general, referido muy especialmente a la Comunidad Andina. 

Los módulos del programa andino en cualquiera de sus versiones pudieren ser dictados en forma separada, extraídos del programa, como cursos cortos, en el caso de que alguna de las escuelas, academias o institutos judiciales no estuviere en capacidad de dictar alguna de las versiones de los programas planteados, al menos como mecanismo de arranque inmediato en el proceso de capacitación aludido. 

Así las cosas, la versión larga del mencionado programa de capacitación está constituida por ocho módulos y la versión resumida consta de cinco módulos, ambas versiones terminadas con un módulo dedicado a un gran Taller de Aplicación de Derecho Comunitario por los Jueces Nacionales, con la idea de que los participantes puedan hacer ejercicios prácticos para resolver casos concretos, especialmente relacionados con el mecanismo por excelencia de relación entre los jueces nacionales y el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina como es la Interpretación Prejudicial  y se hagan dinámicas de grupo especiales para conocer las sentencias más importantes que se hayan producido en la materia en cada uno de los Países Miembros.

Al mismo tiempo, se planteó que los Países Miembros, independientemente de lo anterior, es decir, de la realización de alguna de las versiones del mencionado programa andino de capacitación; deberían incorporar en sus programas existentes y que están en pleno funcionamiento en las distintas materias, algunas unidades, módulos o temas sobre Derecho Comunitario, de manera de lograr que haya un contenido transversal del mismo en todos ellos. Para esto, es necesario hacer, de acuerdo con la organización judicial interna en cada País Miembro, un inventario de las jurisdicciones existentes, las materias que manejan y cuáles de éstas son reguladas por el Derecho Andino, de manera de iniciar el programa o los cursos cortos, al menos en una primera etapa, con los jueces que realmente deben manejar de manera rutinaria este derecho en sus actividades diarias, que son los que lo deben conocerlo inmediatamente y que serían, básicamente, las jurisdicciones constitucional, contencioso-administrativa, tributaria, laboral y civil, aunque pudieren haber otras jurisdicciones que también lo hagan, de acuerdo con las particularidades existentes en cada País Miembro. 

Posteriormente, en una segunda etapa, quizás con un programa más básico o general, que pudiera ser la versión resumida, debe hacerse la capacitación en esta materia de los demás jueces nacionales, que aunque, en principio, no manejan Derecho Comunitario todavía en sus actividades diarias, como serían, por ejemplo, las jurisdicciones penal o de familia, no es descartable, sin embargo, que se presenten en sus despachos casos o situaciones concretas, probablemente “de laboratorio”, en los que deban hacer tal aplicación comunitaria o que al evolucionar la Comunidad Andina, como esperamos que ocurra, posteriormente este derecho pase a regular otras materias en las que en este momento no lo hace como pasó en las Comunidades Europeas.

Así pues, una vez elaboradas estas propuestas de programa andino de capacitación, ellas se presentaron personalmente en los distintos Países Miembros, concretamente en sus escuelas judiciales, institutos, academias o figuras equivalentes, pero también ante las altas autoridades judiciales, a través de una gira muy enriquecedora que permitió conocer in situ las distintas figuras nacionales existentes que llevan adelante la capacitación de los jueces nacionales y confirmar gran parte de la información que se había recogido sobre las mismas en las respectivas páginas web, de manera documental y telefónicamente, como aparece en Informe Preliminar sobre la Situación de las Escuelas Judiciales en la Comunidad Andina, terminado el pasado 15 de febrero de 2006, en que se hizo un diagnóstico sobre éstas, que fue presentado por quien suscribe en la reunión realizada en Lima el pasado 17 de febrero de 2006. 

Para dar a conocer estas propuestas en cada País Miembro, además de entregar dos documentos con los detalles del Programa Andino de Capacitación de Jueces Nacionales en Derecho Comunitario en sus dos versiones, se realizó una presentación en power-point en la que se plasmaron las diversas posibilidades de capacitación que creemos pueden hacerse, que son:

a) El programa andino de capacitación en cualquiera de sus dos versiones;

b) Los cursos cortos extraídos de los módulos del anterior;

c) El contenido transversal de Derecho Comunitario que debe hacerse en los programas de capacitación existentes.

En esta presentación también se resumieron los objetivos generales y específicos del programa andino principal y los títulos de los módulos que conforman el contenido programático de aquél  en sus dos versiones.

Se insistió en esta gira en todas las escuelas, institutos y academias existentes que la metodología de enseñanza a aplicar en el programa propuesto debía ser acorde a las modernas tendencias que existen en esta materia, en las que el docente, lejos de establecer una relación con los participantes de forma vertical, a la usanza de las antiguas universidades, dando clases magistrales y formales, sin participación de los alumnos, debería cumplir más bien un rol de facilitador de la capacitación, hecha de una manera horizontal, en donde cada participante sea director de su proceso de enseñanza, tratando de lograr sesiones de trabajo y de discusión fluidas y amenas, con mucha participación, discusiones, de manera muy dinámica, tratándose como se trata de un proceso de capacitación de características muy especiales, con participantes también muy particulares por la función que cumplen en el Estado: los jueces nacionales.

En todo caso, se trata de un programa que siempre lo planteamos como una propuesta que aspiramos que, o bien fuese asumido como propio por los Países Miembros tal como fue elaborado, con sus recomendaciones y sugerencias o al menos sirviera de base, papel de trabajo o estímulo para la realización de otro programa nacional regular de Derecho Comunitario elaborado por las escuelas judiciales, en el que, con el contenido programático sugerido en aquél, el cual creemos es bastante completo y tiene lo que debe ser el conocimiento amplio que deben tener los jueces nacionales en la materia, sin embargo dependerá en su implementación, metodología y duración de las realidades internas de cada País Miembro, su situación constitucional en la materia y los recursos financieros, humanos y físicos existentes en cada Estado, aunque no dejamos perder la oportunidad de hacer recomendaciones en este sentido.

Otro aspecto en el que el Programa Andino de Capacitación de Jueces en Derecho Comunitario deberá ser decidido por cada País Miembro y que fue permanentemente abordado en las presentaciones que hicimos en cada escuela judicial visitada es en lo relativo a los docentes ya que se deberá decidir en cada caso si utilizar profesores provenientes de la universidades o las universidades mimas a través de convenios, lo que tiene beneficios y desventajas, o formar a los capacitadores provenientes del propio personal judicial existente, que para algunos resulta lo mejor por la comodidad y fluidez en el proceso de enseñanza que ello implica y la posibilidad de aplicación de una metodología de enseñanza más dinámica y actual, menos rígida y acorde con el tipo de participantes involucrados.

En este asunto planteamos que nuestra creencia es que en el proceso de puesta en práctica de este Programa Andino de Capacitación de Jueces en Derecho Comunitario lo ideal es lograr un punto intermedio en este tema de la intervención de la Universidad en el sentido de que ésta, como figura importante que es y de extraordinaria relevancia en la formación del conocimiento en el mundo, que ha llegado a niveles importantes de profundidad en el estudio de las ciencias jurídicas, no logrado por otro tipo de institución, que realiza investigación y docencia con técnicas pedagógicas a través de las cuales divulga el producto de sus investigaciones, intervenga en el diseño y elaboración de los programas a dictar y también aporte docentes propios en algunos temas o módulos donde, indudablemente, sólo los profesores e investigadores universitarios son verdaderos expertos y tienen el conocimiento profundo de ciertos temas. Lo que sí creemos es que no puede utilizarse a cualquier universidad en esta actividad sino que tiene que analizarse muy bien el nivel y prestigio de la institución con al que se trabajará.
Ahora bien, la docencia en general del programa probablemente sí es recomendable que sea realizada por jueces o exjueces con ciertas cualidades pedagógicas y de sólida formación jurídica, de manera que no se repita un modelo universitario de enseñanza, no porque sea malo per se, sino porque para este programa de capacitación es necesario que se diseñe otro menos formal, vertical y rígido, más bien participativo y dinámico.

Lo que se plantea para el presente programa es que la visión del tema de la participación de la Universidad y de los jueces en los planes de capacitación judicial debe ser mixta, es decir, entre lo tradicional y revolucionario, en el sentido de que programas como el que planteamos debe tener la dosis de profundidad universitaria, pero a la vez el pragmatismo de los funcionarios judiciales con la aplicación de la metodología del caso.

Por lo anterior, independientemente de que los módulos generales del programa no deben ser dados bajo la metodología tradicional de enseñanza, el cual a estos fines luce excesivamente rígido, magistral y formal, planteamos el cierre de ambas versiones del programa con un taller práctico para resolver casos, analizar sentencias y discutir temas concretos, todo lo cual permita la aplicación de los conocimientos adquiridos, lo cual no quiere decir que no deba aplicarse alguna de estas formas de enseñanza en los módulos generales.   

El resultado de esta gira pasamos a describirla seguidamente, país por país. Al final, presentamos como anexo a este Informe Final la que creemos es la versión definitiva del antedicho Programa Andino de Capacitación de Jueces Nacionales en Derecho Comunitario, luego de realizados los ajustes que se desprendieron de las observaciones, discusiones y realidades existentes, recogidas y realizadas durante la mencionada gira andina.

1. BOLIVIA

Los días 24 y 25 de abril de 2006 estuvimos en la ciudad de Sucre, sede del Poder Judicial boliviano. Allí visitamos, en primer lugar, el Instituto de la Judicatura, cuyos representantes mostraron las instalaciones físicas de éste e hicieron una explicación de su funcionamiento. 

A. El Instituto de la Judicatura:

Es importante decir que el Instituto de la Judicatura boliviano tiene unas instalaciones muy apropiadas, ubicadas en la antigua sede de la estación de ferrocarril de la ciudad, y cuenta con mobiliario, oficinas y recursos informáticos acordes para la realización de sus funciones de capacitación y formación. Cuenta con amplios salones de reunión y aulas de clase, con sectores dedicados a la utilización de modernas computadoras.

Una vez mostradas las instalaciones del Instituto de la Judicatura, el Dr. Freddy Rojas, a la sazón Director de Capacitación Permanente de la institución, hizo una explicación de las actividades que viene realizando el Instituto, las cuales pueden resumirse básicamente en dos programas muy importantes:

a) Programa de Formación Inicial, para aspirantes a jueces, del cual ya se han realizado cuatro ediciones, cada una de ellas con una duración de cinco meses.

b) Programa de Capacitación Permanente, dirigido a los jueces que ya están en la carrera judicial.

Los programas de capacitación para los aspirantes a ingresar a la carrera judicial y para los propios jueces tienen un plan curricular diseñado para una formación especializada, complementaria y básica, en el que hay materias sobre todas las ramas del Derecho (Constitucional, Civil, Agrario, Familia, Procesal, Derechos Humanos, Administrativo, Penal y Laboral), dependiendo en su contenido y duración del tipo de juez a que va destinado según su especialidad o si es para aspirantes.  

En general, este plan dura 4 años para jueces y de seis meses a un año para aspirantes. Aparece en el plan curricular una materia sobre Justicia Comunitaria pero logramos confirmar que no se refiere al Derecho Comunitario como lo conocemos en la Comunidad Andina sino que tiene que ver con las comunidades indígenas y campesinos.

Para el Instituto de la Judicatura pudiere resultar viable, además de la programación de los cursos cortos y alguna de las versiones del programa andino de capacitación, hacer el contenido transversal de Derecho Comunitario andino en los planes curriculares existentes, con la incorporación de asignaturas sobre estas materia y sobre la CAN en general, lo cual puede hacerse especialmente en los programas de Derecho Constitucional, Derecho Administrativo, Derecho Laboral y Derecho Procesal, entre otros.

Destaca en la carrera judicial boliviana la realización de concursos, motivo por el cual se ha implementado el mencionado Programa de Formación Inicial, de los cuales salen los futuros jueces. En estos programas prefieren no utilizan profesores universitarios como regla general y aparentemente ha habido experiencias no muy exitosas cuando los docentes no han sido jueces. Por esto, prefieren utilizar la técnica de “capacitación de los capacitadores”, seleccionando para ello a jueces, quienes, luego de formados, sean los llamados replicadores en todo el país de cada uno de los programas existentes.

Sobre la dedicación a los cursos, las autoridades del Instituto de la Judicatura boliviano han preferido utilizar la dedicación parcial y no la exclusiva, ya que en su criterio resulta imposible desvincular totalmente a los jueces de sus labores por un tiempo. Prefieren que durante varias horas a la semana durante un período más largo, sin abandonar sus funciones judiciales, los jueces se dediquen a su obligación de capacitación.

En los integrantes de la directiva del Instituto de la Judicatura hubo la preocupación sobre la disponibilidad de docentes en el área de Derecho Comunitario y la posibilidad de que la Secretaría General los apoyara permanentemente en eso, vista la escasez de este tipo de docentes y la falta de recursos para contratarlos. En este sentido se insistió en que lamentablemente la Secretaría General no estaba en capacidad de suministrar a los docentes porque no tenía recursos suficientes, ni humanos ni financieros, para ello, pero que en casos puntuales o para eventos específicos podrían facilitar cierto número de expertos en temas andinos, sin querer decir esto que la Secretaría General asumiría completamente este aspecto. 

La idea, se insistió, es que, de llevarse a cabo el programa andino de capacitación, éste sea asumido como propio por cada escuela judicial y financiado con sus propios recursos, incorporado en su presupuesto y en su dinámica de capacitación anual, sin querer decir esto que la Comunidad Andina no pudiera establecer programas complementarios al mismo como serían el establecimiento de pasantías en los órganos andinos por los jueces nacionales, especialmente en el Tribunal de Justicia, la creación de redes virtuales para el intercambio entre los jueces de ideas y criterios en la solución de los casos nacionales y, en general, para la aplicación del Derecho Comunitario, la realización de eventos especiales en la materia en cada país miembro o en los órganos andinos, la organización de visitas a los órganos andinos más importantes por parte de los jueces y cualquier otra posibilidad de intercambio o aporte que pudiera hacer la Comunidad Andina, en todo caso, complementario al programa andino de capacitación.

También se le expresó, como se hizo en los otros países ante la pregunta similar, que la Secretaría General y el Tribunal de Justicia estaban dispuestos, además de facilitar ciertos expertos para eventos puntuales, facilitar material bibliográfico necesario para la realización de los programas y lucía muy viable la instauración de un programa de pasantías para jueces nacionales en la propia Secretaría General, tomando en cuenta la realización d experiencias similares para los funcionarios administrativos nacionales involucrados con el Derecho Comunitario en sus países. 

En todo caso, el Instituto de la Judicatura manifestó un profundo interés en llevar a cabo el programa andino de capacitación y en los próximos meses se dedicarán a decidir cuál de los programas más idóneo y pretenden comenzar, al menos, con la realización de ciertos cursos cortos en la materia mientras incorporan el programa andino de capacitación en sus actividades rutinarias.

Igualmente mencionaron, para arrancar, la posibilidad de realizar próximamente un evento o seminario en Derecho Comunitario, para lo cual pidieron colaboración a la Secretaría General, sobre todo en lo relativo a docentes y material bibliográfico.

B. Otras instituciones visitadas:

Posteriormente a la primera reunión en el Instituto de la Judicatura -luego hubo otra sesión de trabajo durante las primeras horas de la mañana del día siguiente-, se realizó una reunión con el Tribunal Nacional Agrario, quienes mostraron mucho interés en el programa y fueron muy receptivos con los planteamientos que realizamos, aunque no se trata de un tribunal que maneje propiamente Derecho Comunitario. Plantearon, para arrancar, la realización de un evento inicial al que se invitaran expertos en la materia durante dos días.

El día 25 de abril en la mañana, luego de que lamentablemente se suspendiera, por razones ajenas a nuestra voluntad, la reunión con el Presidente de la Corte Suprema de Justicia; tuvimos una fructífera reunión con varios de los integrantes del Tribunal Constitucional boliviano, quienes, se mostraron muy interesados en llevar adelante el programa andino de capacitación. En ellos fue palpable y notoria la importancia que consideraban que tenía el Derecho Andino, como prefirieron llamarlo, para lo cual insistieron en la necesidad de la capacitación que planteamos al tratarse de un tema muy actual y que es muy desconocido por los jueces.

2. COLOMBIA

A.
La Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”:

Durante un día muy completo estuvimos en la sede la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, ubicada en Bogotá, en fecha 29 de marzo de 2006. Esta escuela cuenta con una división administrativa y académica, dentro de una moderna sede constituida por un amplio edificio. Hasta 1998 perteneció al Ministerio de Justicia y a partir de este año es parte del Poder Judicial (Corte Suprema de Justicia). 

Luego de mostrarnos la sede académica de la escuela, la cual cuenta con amplios salones de clase y para reuniones muy bien acondicionados para la labor que realizan, con excelentes equipos, mobiliario y una muy buena infraestructura física; la Directora de la Escuela, Dra. Gladis Virginia Guevara Puentes, nos hizo una detallada exposición sobre la historia y actividades de la Escuela, en las que destaca la realización permanente del Programa de Formación Judicial Integral, el cual cuenta con los siguientes cursos:

A) Programas de Ingreso, con cursos de formación judicial inicial y de inducción para los aspirantes a jueces.

B) Programa Básico de Formación.

C) Programas de Formación Especializada en diversas materias (contencioso-administrativa, laboral, civil, penal, familia).

D) Programa de Actualización de Jueces, para profundización y actualización, a través de becas, encuentro, visitas, foros, conversatorios y pasantías, entre otras actividades.

Ciertas características tiene la Escuela Judicial colombiana en sus actividades de capacitación de jueces:

a) Todos los aspirantes a jueces pasan por sus aulas con carácter obligatorio, habiendo establecido como indispensables los concursos para el ingreso a la carrera judicial desde hace 20 años.

b) Los llamados “formadores judiciales” son los propios jueces o exjueces, quienes se postulan para ello, previa convocatoria de la Escuela, la cual selecciona los que considera pueden cumplir ese papel en todo el país, adicional a sus funciones judiciales. Actualmente la Red de Formadores la constituyen unos 1.500 jueces.

c) Prefieren utilizar a las universidades solamente en casos de emergencia, para diseñar ciertos cursos en los que no cuentan con ningún recurso disponible y es necesario llevarlos a cabo de manera urgente.

d) Utilizan a las universidades también para el diseño de algunos cursos, en todo caso junto con jueces que consideran tienen altas capacidades en la materia, pero casi nunca utilizan profesores universitarios como docentes sino que prefieren utilizar a jueces o exjueces ya que han tenido experiencias negativas cuando los docentes son profesores universitarios porque tienden a repetir el modelo universitario de enseñanza, que, en su criterio, es muy rígido, vertical y poco participativo.

e) La teoría y la práctica están imbricadas en cada uno de los programas dados, no pueden considerarse separables y se estudian las instituciones y módulos preferiblemente a través de casos concretos, motivo por el cual tampoco prefieren utilizar profesores universitarios como docentes porque tienden a ser muy teóricos y no utilizar la metodología del caso para enseñar o realizar las sesiones de estudio.

f) Tienen una concepción del docente en la que éste no enseña sino que orienta y cada participante es director de su proceso de aprendizaje.
g) Los cuatro módulos que constituyen el Plan de Formación Judicial Integral tienen una duración promedio de un año cada uno, por lo que el ciclo integral de formación y capacitación de los magistrados y jueces puede durar hasta cuatro años.

h) Los programas tienen carácter semi presencial, en los cuales se cumplen actividades de estudio y aplicación práctica individual en pequeños grupos de estudio y en sesiones de discusión a través de talleres dirigidos, integrados para una mayor eficacia por un número reducido de participantes que proponen las posibles soluciones a casos concretos.

Ahora bien, las áreas en que se concentra la actividad de la Escuela Judicial son dos: la formación y la capacitación.

Área de Formación Judicial

El área de formación desarrolla aquellos principios, valores, estructuras de pensamiento y conceptos fundamentales que, en el proceso de selección por el sistema de carrera judicial o como requisito previo al desempeño judicial, debe interiorizar el servidor, cualesquiera que sea la jurisdicción o especialidad del despacho al cual está vinculado. 

Así, atendiendo a los destinatarios, se han diseñado dos programas:

a.
Programa de Ingreso: La Ley Estatutaria de la Administración de Justicia de Colombia establece que el acceso por primera vez a cualquier cargo de funcionario judicial de carrera requerirá de la previa aprobación del curso de formación judicial; curso que de acuerdo al mismo estatuto, busca formar profesional y científicamente al aspirante para el adecuado desempeño de la función judicial. Puede realizarse como parte del proceso de selección, en cuyo caso revestirá, con efecto eliminatorio, la modalidad de curso-concurso, o contemplarse como requisito previo para el ingreso a la función judicial, una vez superadas las fases preliminares del proceso de selección.

b. Programa de Formación Judicial. De los aproximadamente 20.520 cargos de Magistrados de Tribunales y Consejos Seccionales de la Judicatura, Jueces de la República y empleados judiciales, 19.519 pertenecen al régimen de carrera judicial y han sido provistos con servidores seleccionados mediante el sistema de concurso público de méritos. No obstante, debido a que la Escuela Judicial sólo se incorporó a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura en 1998, la gran mayoría de dichos funcionarios no recibieron el curso de formación judicial inicial. Por ello, se hizo necesario el diseño e implementación de un programa que les ofreciera la posibilidad de conocer, reforzar o revisar los principios jurídicos, científicos y técnicos aplicados a su función.

Área de Capacitación continuada

En esta área se ofrecen programas orientados a la profundización y actualización en las materias de competencia del respectivo despacho.

a. Programa de Especialización. Según la especialidad en la cual presten sus servicios, se ofrecen a los servidores judiciales programas orientados a la profundización en las materias de competencia del respectivo despacho. Las temáticas se caracterizan por un alto grado de flexibilidad que les permite evolucionar rápidamente de tal manera que, a partir de la evaluación y priorización permanentes, el currículo se ajuste anualmente en función de las necesidades de la rama.

b. Programa de Actualización. Tiene por objeto la información ágil sobre las novedades legislativas, jurisprudenciales o doctrinarias, así como fomentar el intercambio con otros sistemas jurídicos y judiciales. Se desarrolla en tres escenarios principales: jornadas académicas en temas específicos; congresos nacionales e internacionales y encuentros de las jurisdicciones como espacios para el conocimiento y aplicación de la jurisprudencia nacional.

A partir del 2002, la Escuela Judicial de Colombia ofreció el PRIMER CICLO DE FORMACIÓN Y CAPACITACIÓN  DE MAGISTRADOS Y JUECES, compuesto por cuatro  proyectos de formación y uno de capacitación, en los que destacan materias sobre Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, Derecho de Familia, Derecho Procesal, Derecho Laboral, Derecho Penal, Derecho Constitucional, Derecho Administrativo e Informática Jurídica.

En virtud de la inexistencia de cursos y programas en Derecho Comunitario, la Directora de la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” se mostró muy interesada en diseñar un programa de capacitación en esta materia utilizando como base el programa diseñado por la Secretaría General de la Comunidad Andina, siempre dentro de sus parámetros y directrices particulares aplicables en las actividades de la Escuela.

Fue tal el interés que mostró la Directora en el programa andino que convocó a varios de los formadores de la Escuela a un sesión de trabajo para que conocieran los detalles del Programa Andino de Capacitación de Jueces en Derecho Comunitario, la cual fue una reunión muy productiva que, más para conocer el programa mismo, se convirtió en una interesante discusión sobre Derecho Comunitario, en la cual se demostró y los participantes sintieron la gran importancia que tiene este derecho en la vida de los países y la conveniencia de que sea incorporado en las actividades de la Escuela para que los jueces colombianos lo conozcan mejor.

B. Otras instituciones visitadas:

El día 30 de marzo de 2006, tuvimos una interesante reunión con varios de los miembros de la Corte Suprema de Justicia, a quienes se les presentó el Programa Andino de Capacitación de Jueces Nacionales en Derecho Comunitario.

Los integrantes de este tribunal colombiano se mostraron muy interesados en el programa y lo consideraron muy justificado, tanto que su Vicepresidente, Dr. Carlos Jaramillo, consideró conveniente la realización de un evento sobre la materia en la propia Corte Suprema de Justicia próximamente y dar toda su colaboración para que la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” lleve adelante algún programa de capacitación en este sentido.

Especial interés también mostró el Dr. Ramiro Saavedra, Presidente del Consejo de Estado, también presente en la reunión, quien consideró muy importante la  divulgación del Derecho Comunitario hacia los jueces nacionales.

3. ECUADOR

A.
La Unidad de Capacitación del Consejo Nacional de la Judicatura:
El día lunes 27 de marzo de 2006 visitamos el Consejo Nacional de la Judicatura, el cual cuenta con una Unidad de Capacitación para los jueces ecuatorianos. Si bien hace unos años fue creada formalmente una Escuela Judicial, sin embargo la misma no ha sido puesta en funcionamiento; mientras tanto sigue funcionando la antigua Unidad de Capacitación del Consejo Nacional de la Judicatura, a mando del Dr. Olmedo Castro Espinoza, quien nos recibió en sus oficinas.

La Unidad de Capacitación del Consejo Nacional de la Judicatura no cuenta con programas regulares para formación de aspirantes y para actualización de jueces sino que con cierta frecuencia realiza eventos puntuales o cursos cortos sobre determinado tema jurídico. No cuentan con salones de clase propios sino que cuando realizan algún evento especial alquilan locales en hoteles de la ciudad de que se trate, especialmente en Quito.

Sobre Derecho Comunitario han realizado muy pocos eventos, algunos de ellos con la presencia de magistrados del Tribunal de Justicia. Sin embargo, frente al programa andino de capacitación se mostraron muy interesados en llevar a cabo alguna de sus versiones o los cursos cortos; pero mostraron preocupación por la falta de docentes en el área, a lo cual se les replicó que Ecuador era uno de los países que contaba con mejores posibilidades de realizar el programa andino de capacitación al contar en su territorio con la sede del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina y una de las principales facultades de la Universidad Andina Simón Bolívar, instituciones éstas que al formar parte del Sistema Andino de Integración están dispuestas a apoyar este proceso de capacitación e inclusive en dicha universidad se imparte un curso de postgrado llamado “Derecho de la Integración”.  

Además, se les dijo a las autoridades de la citada Unidad de Capacitación que en Quito existen excelentes universidades públicas y privadas, como, por ejemplo, la Pontificia Universidad Católica de Ecuador y la Universidad de San Francisco de Quito, por nombrar algunas, que cuentan con cursos de postgrado y varios docentes reconocidos en la materia. Muchos de ellos dominan el Derecho Comunitario porque la han estudiado en el exterior o por haber formado parte del Tribunal de Justicia andino, que tras varios años de funcionamiento en esa ciudad, han pasado, como magistrados ecuatorianos o extranjeros y como personal jurídico del mismo, muchas personas que se han convertido en especialistas en esta materia.

El Dr. Olmedo Castro encargó al personal de la Unidad de Capacitación estudiar la manera más viable para comenzar lo más pronto posible una actividad en esta área, tomando como base el material entregado por la Secretaría General de la Comunidad Andina.

B.
El Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina:

Durante la mañana del martes 28 de marzo de 2006, fuimos recibimos en sesión administrativa ordinaria por los integrantes de este tribunal, quienes, luego de oír nuestra presentación sobre el programa de capacitación en cuestión, manifestaron sus opiniones sobre el mismo.

En general, las opiniones de los magistrados fueron bastante favorables y positivas al programa, siendo objeto de felicitación a sus autores. Sin embargo, hicieron algunas observaciones para ser mejorado, entre las cuales pueden destacarse las siguientes:

a) Parece más viable realizar el programa bajo un régimen intensivo o de inmersión total. Con esto, el plazo para ser dictado se reduce sustancialmente y la formación que se logra consideran que es de mejor calidad.

b) Sería conveniente hacer un proceso de formación de capacitadores primero y que sean éstos los que luego se trasladen por todo el país a dar los cursos o el programa andino de capacitación.

c) Es necesario tomar en cuenta el temperamento y las particularidades de la función judicial, de manera de evitar hacer los cursos con profesores universitarios y utilizar a jueces o exjueces para ello, con lo cual se produciría una mejor y más cómoda fluidez en el proceso de capacitación.

d) Es necesario ajustar el programa a las realidades nacionales, para lo cual sería necesario realizar una gira en la que se tome nota de ciertas particularidades de los países que pudiesen influir en su diseño.

e) Más que visitar los Altos Tribunales, es más conveniente y beneficioso sostener reuniones con las escuelas judiciales o sus figuras equivalentes, para establecer la mejor manera de llevar adelante un proceso de capacitación de jueces nacionales en esta materia.

f) Es conveniente evitar cursos o programas de capacitación muy teóricos y tan extensos, con tendencia a la especialización y no hacer tanto hincapié en Derecho Comunitario europeo.

g) Deben seleccionarse las jurisdicciones nacionales más relacionadas con el Derecho Comunitario andino y comenzar el programa andino con los jueces pertenecientes a éstas.

h) Debe adaptarse el programa andino dependiendo de si es para aspirantes  a jueces o para actualización de éstos.

i) Es necesario hacer hincapié en las verdaderas características del Derecho Comunitario y enseñar que no es extraño sino que proviene de los propios países.

j) Luce la versión larga del programa andino de capacitación más para ser dictado en una universidad que para una escuela judicial, que podría ser la Universidad Andina Simón Bolívar.  

C.
Otras instituciones visitadas:

El día lunes 27 de marzo de 2006 en horas de la tarde, se sostuvo una reunión con miembros de la Corte Suprema de Justicia del Ecuador, incluyendo su Presidente, quien también es Presidente del Consejo Nacional de la Magistratura, a quienes se les presentó el programa andino de capacitación e hicieron varias preguntas sobre el tema. 

El Señor Magistrado Carlos Ramírez Romero, en reunión particular, además de la general realizada, manifestó mucho entusiasmo con la idea de llevar adelante este programa, el cual considera muy viable utilizando el apoyo que pueden dar ciertas universidades privadas a través del mecanismo de la educación a distancia, que le parece más viable porque permite que cada juez haga su capacitación en su ciudad de trabajo sin tener que desplazarse, lo que, además, es menos costoso para el Estado ecuatoriano.

4. PERÚ

A. La Academia de la Magistratura:

El día viernes 31 de marzo de 2006 realizamos una visita a la Academia de la Magistratura (AMAG) y allí fuimos recibidos por su Directora, Dra. Grace Arroba, a quien le hicimos la presentación y entrega de la documentación respectiva sobre el Programa Andino de Capacitación para Jueces Nacionales en Derecho Comunitario.

Luego de la presentación, la Directora de la AMAG manifestó estar todavía analizando las versiones del programa andino de capacitación enviados por correo electrónico por la Secretaría General y expresó su preocupación sobre en qué medida el órgano ejecutivo andino aportaría económicamente para llevar a cabo este programa de capacitación, explicándosele que lamentablemente la Secretaría General no podía realizar aportes económicos para este programa sino que la idea era que cada escuela judicial lo asumiera como propio y de acuerdo con su realidad y recursos lo adaptara, si no el mismo, para ponerlo en práctica.

También se le expresó a la Directora de la AMAG que la Secretaría General estaba dispuesta a realizar otras actividades y aportes complementarios, como la posibilidad de permitir a su personal ser docente en algunos cursos o programas, un posible establecimiento de un programa de pasantías para los jueces en la Secretaría General y en el Tribunal de Justicia, la entrega de material documental y bibliográfico necesario para realizar las sesiones de trabajo en los cursos y programas y así otras posibilidades de complemento a éstos

Otra preocupación manifestada por la Directora de la AMAG fue la supuesta inexistencia de docentes en el área del programa (Derecho Comunitario), frente a lo cual se le manifestó que muy probablemente si se realizara una convocatoria para seleccionar profesores para estos programas acudirían muchos interesados, visto que en Lima está la sede de la Secretaría General y en varias universidades limeñas ya existen profesores e investigadores que realizan actividades académicas en esta materia. Se le destacó que, junto con Ecuador, Perú estaba en una situación muy favorable para encontrar docentes en Derecho Comunitario, pero que, en todo caso, independientemente de lo anterior, la Secretaría General podría colaborar con la AMAG permitiendo a profesionales de su personal para asistir como docentes en sus cursos.

A diferencia de las escuelas judiciales de Bolivia y Colombia, la AMAG, según su Directora, prefiere utilizar a profesores universitarios como docentes ya que de esa manera ha tenido experiencias positivas y en general los participantes de estos cursos prefieren a los profesores universitarios. En todo caso, piensa la Directora de la AMAG que estos docentes deberían ser sometidos a un proceso de capacitación previo, antes de ser los replicadores del programa andino.

Lamentablemente, al no ser posible cambiar las disposiciones presupuestarias actuales de la Academia y la planificación realizada, no es viable hacer modificaciones en los cursos y programas en vigor, por lo que por ahora no podría realizarse ninguna modificación en su contenido, de manera que el contenido transversal en Derecho Comunitario que recomendamos, según la Directora de la AMAG, no puede realizarse, bajo la actual programación. 

Sin embargo, manifestó que a futuro,  cree posible la incorporación del programa andino o los cursos cortos, lo cual estarían estudiando en este momento.
B. El Consejo Nacional de la Magistratura:

Igualmente se presentó el Programa Andino de Capacitación para Jueces Nacionales en Derecho Comunitario al Presidente del Consejo Nacional de la Magistratura, Dr. Francisco Delgado De La Flor, y su asesora, Dra. Tatiana Del Águila, quienes, luego de nuestra exposición, consideraron muy importante que tal programa se lleve a cabo a través de la Academia de la Magistratura.

Manifestó el Presidente del Consejo Nacional de la Magistratura peruano que lo único que está en sus manos es que en los procesos de evaluación de los aspirantes a jueces se incorporen preguntas sobre Derecho Comunitario, de manera que se vean obligados a estudiarlo, todo esto complementado, claro está, con lo que pueda hacer la AMAG en materia de formación y capacitación de los jueces de una manera regular y continua.

C. Otras reuniones realizadas:

El día 26 de abril de 2006 se realizó en la sede de la Secretaría General de la Comunidad Andina una reunión con autoridades judiciales peruanas, como la Dr. María Zavala, Presidenta de la Corte Superior de Justicia de Lima y el Dr. Walter Cotriña del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, a quienes se le presentó el programa de capacitación que nos ocupa y mostraron gran interés en que se lleve a cabo.

Sin embargo, independientemente de lo anterior, y como tal implementación está en manos de la AMAG, los mencionados jueces manifestaron su deseo de hacer ya eventos en Derecho Comunitario en sus tribunales, especialmente para los jueces contencioso-administrativos, para lo cual pidieron la colaboración de la Secretaría General de la Comunidad Andina y se les manifestó la total disposición de este órgano andino en prestar apoyo, especialmente en materia bibliográfica y para aportar algunos ponentes.

5. VENEZUELA

A. La Escuela Nacional de la Magistratura:

El día lunes 3 de abril de 2006 se realizó la presentación a la Escuela Nacional de la Magistratura venezolana del Programa Andino de Capacitación de Jueces Nacionales en Derecho Comunitario. Estuvieron presentes, además de los gerentes y directores de todas las áreas de la misma, su Director General, el Magistrado Jesús Cabrera Romero, y el Director Adjunto, Dr. Oswaldo Hevia, quienes hicieron una presentación sobre las actividades y programas de capacitación para jueces existentes en esa escuela.
Dentro de una realidad judicial venezolana en la que todavía prevalecen los jueces provisorios y la falta de concursos para el ingreso a la carrera judicial; destaca la existencia de varios programas de formación y capacitación, tanto para los jueces en ejercicio como para los aspirantes a serlo. En los últimos tiempos, se ha dedicado mucho tiempo al Programa Especial de Capacitación para la Regularización de la Titularidad a Jueces (PET), pero también existen el Programa de Formación Inicial (PFI), el Programa de Apoyo a la Docencia (PAD) y el Programa de Formación Continua (PFC).

a) El Programa de Apoyo a la Docencia (PAD):

Es un programa de formación dirigido a los jueces titulares y demás funcionarios que ejerzan la docencia en la Escuela Nacional de la Magistratura, cuyo objetivo es fortalecer las competencias pedagógicas del “docente-tutor”, a través de la incorporación y desarrollo de estrategias didácticas vinculadas con las funciones de formación y asesoría docente dentro de los programas académicos de esta escuela.

El plan de estudio del PAD está estructurado en varios módulos y talleres en los que se estudia el rol del docente, la micro enseñanza, las estrategias de facilitación grupal, la planificación y ejecución de actividad académica, el uso de los recursos instruccionales, las técnicas para la evaluación del aprendizaje, la tutoría académica, el docente como investigador y el uso de la herramientas tecnológicas. Todo tiene un régimen de duración de 52 horas académicas (1 semana).

b) El Programa Especial de Capacitación para la Regularización de la Titularidad (PET):

Este programa de formación tiene como propósito “consolidar los conocimientos de los jueces no titulares”, el cual es contemplado en la normativa como requerimiento previo para los concursos de oposición.

Este programa tiene dos áreas: 

1) Área funcional: se estudian diversos aspectos del Derecho como ciencia, en los que no aparece, por cierto, el Derecho Comunitario, pero sí Derecho Constitucional, Derechos Humanos, Derecho Humanitario, Lógica Jurídica, Deontología, el sistema judicial venezolano, técnicas de argumentación y comunicación oral y escrita, técnicas de redacción de sentencias y seminarios en distintas disciplinas complementarias; 

2) Área de organización, gestión y decisión jurídica: se conocen diversos aspectos que sirven de herramientas en la actividad judicial como informática, medios alternos de resolución de conflictos, principios de gerencia judicial y seminarios de actualización en temas jurídicos.

Este programa tiene una duración de 168 horas académicas, desarrolladas durante un mes en varios centros pilotos distribuidos en todo el país (Caracas, Bolívar, Barinas, Táchira, Zulia y Anzoátegui).

c) El Programa de Formación Inicial (PFI):

Este programa de formación está orientado a proporcionar a los nuevos aspirantes los conocimientos y herramientas necesarios para su desempeño como juez, “de manera de insertarlo a la carrera judicial, hacia el logro de una justicia eficaz”. Para esto se ha diseñado una curricula en la que hay un componente general, que coincide a la contemplada en el PET (Argumentación Jurídica, Derecho Constitucional, Derechos Humanos, Derecho Humanitario, Derecho Procesal, Informática Jurídica, Resolución de Conflictos, Gerencia Judicial, entre otras) y se establecen varias menciones en Derecho Civil, Derecho Penal, Derecho de Protección del Niño y del Adolescente y Derecho Laboral; un componente especializado y pasantías, constituido por talleres y actividades teórico-prácticas vinculadas a los procesos judiciales. Este programa es a dedicación exclusiva, con clases de lunes a viernes (mañana y tarde), cuenta con una fase práctica de pasantías con un tutor asignado de seis meses (960 horas académicas) y tiene una duración total de 9 meses (1.440 horas académicas).

El Director General de la Escuela Nacional de la Magistratura venezolana, Dr. Jesús Eduardo Cabrera Romero, manifestó sumo interés en mejorar estos programas con contenido sobre Derecho Comunitario, especialmente los que tienen que ver con el Derecho Civil. Sin embargo, no tenía claridad sobre la pertinencia y utilidad de la Interpretación Prejudicial como mecanismo comunitario de ayuda para el juez nacional, como lo establecen los tratados andinos.

El Director General de la ENM señaló que era más factible para la Escuela impartir el Derecho Comunitario en el contenido transversal de algunos programas. Sin embargo, se comprometieron a analizar el tema.

Se realizó una interesante reunión, en la que fue muy ilustrativo el entretenido intercambio de ideas y criterios ocurrido que sirvió para aclarar el sentido, significado y alcance del Derecho Comunitario.

Asimismo,  se realizó un recorrido por las instalaciones de la Escuela Nacional de la Magistratura, en la que se observó la existencia de instalaciones amplias y equipadas y la realización de una gran actividad en los salones de la misma.

RECOMENDACIONES Y CONCLUSIONES

Como puede observarse, se ha comprobado la existencia en todos los Países Miembros de una estructura administrativa que realiza actividad de capacitación para los jueces nacionales. Salvo la República del Ecuador, que todavía no cuenta con una escuela judicial con una estructura consolidada e independiente, cuenta con una Unidad de Capacitación, la cual, puede cumplir las funciones que en otros países hacen las escuelas, academias o institutos existentes. El resto de los Países Miembros cuentan con organizaciones administrativas más desarrolladas que tienen en ejecución varios programas de capacitación de jueces nacionales.

No obstante esta afortunada realidad, lamentablemente en todas las escuelas y figuras equivalentes visitadas no se han dado programas completos de formación en Derecho Comunitario, por lo que a todas ellas les resultó muy útil la presentación de una curricula para la puesta en práctica de un programa de este tipo.

Ahora bien, la visión de las escuelas judiciales visitadas para la realización de este programa es diferente entre ellas. En la mayoría hay disposición a realizarlo, pero adaptándolo a su estilo y parámetros; sin embargo, algunas escuelas o institutos tienen la disposición a aplicar el programa presentado tal cual como se hizo si se cuenta con el apoyo de la Secretaría General de la CAN y logran presupuesto para los mismos.

Otro aspecto a analizar en cada País Miembro es las personas con las cuales dictar los cursos. En la mayoría prevaleció la idea de que los programas y cursos en Derecho Comunitario para jueces deben ser dictados por jueces o exjueces y no por profesores universitarios, esto por la metodología de enseñanza que, en criterio de estas escuelas, prevalece todavía en las universidades y que no es muy compatible con lo que se quiere hacer en las escuelas judiciales. En su minoría prefieren que sean profesores universitarios los que sean docentes en estos programas de capacitación para jueces nacionales.

Hay diferentes posiciones e ideas sobre la dedicación a utilizar para estos programas. Surgió la idea de que debe ser inmersión total o dedicación exclusiva, como lo expresó el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, en lo que parecen estar de acuerdo algunos países, pero en otros se consideran que lo anterior no debe hacerse sino a tiempo convencional a largo plazo.
En todas las escuelas judiciales visitadas hubo la preocupación sobre los aspectos financiero-económicos para llevar a cabo el programa andino de capacitación. Igualmente, como se señaló antes, sobre los docentes a utilizar, aunque para esto último se buscaron soluciones que parecen ser muy viables a mediano plazo, así sea utilizando las universidades, para algunos sólo temporalmente. Especialmente las escuelas judiciales de Ecuador y Perú cuentan con una facilidad que no tienen las demás como es que en sus ciudades sedes existe un órgano decisorio andino permanente, como es la Secretaría General en Lima y el Tribunal de justicia en Quito, además de la Universidad Andina Simón Bolívar en esta última ciudad y en Sucre, Bolivia.

Sobre el contenido programático en sí no hubo observaciones negativas y parecieran estar de acuerdo con el mismo todos los países. Todos coincidieron en que la versión larga del programa andino requiere de importantes recursos humanos, económicos y financieros y de una planificación detallada, lo que no permite ponerlo en práctica desde ahora, pero al mismo tiempo pareció muy buena la posibilidad de que este programa se desgrane, mientras tanto, en cursos cortos, con los módulos planteados en el mismo.

Como recomendación final resulta evidente que para llevar a cabo un programa de capacitación como el que nos ocupa, si bien la única manera de hacerlo es que las escuelas judiciales lo adapten a sus realidades y lo hagan con sus propios recursos al haber la imposibilidad material de que la Secretaría General y el Tribunal de Justicia lo financien, sin embargo no es recomendable que estos órganos andinos se limiten a plantear el programa o hacer la propuesta y no realice ninguna actividad adicional. Es sumamente conveniente que ambos órganos andinos establezcan mecanismos complementarios de apoyo que estimulen a los Países Miembros a poner en práctica algún plan de capacitación en Derecho Comunitario, como podría ser: 

a) Establecer pasantías para los jueces en los órganos andinos;

b) En la medida de lo posible, estudiar la opción, con apoyo europeo, de que las pasantías judiciales puedan hacerse en alguna época del año en el Tribunal de la Unión Europea, como modelo que ha sido para el sistema judicial andino, en el que también los jueces nacionales son parte del mismo;

c) La realización de cursos o seminarios cortos en la Secretaría General o en el Tribunal de Justicia, con la participación de expertos europeos y latinoamericanos;

d) Estudiar la posibilidad de que los jueces nacionales asistan a cursos similares en los países de la Unión Europea; 

e) Aporte de docentes especializados en los temas de la integración andina y en Derecho Comunitario;

f) Elaborar material para los programas y ayudar en el suministro de bibliografía para los mismos;

g) Crear redes virtuales judiciales para que los jueces nacionales intercambien ideas sobre Derecho Comunitario y se realicen reuniones con regularidad ente ellos.

Se ve con toda claridad que al no poder la Secretaría General financiar económicamente la realización de este programa andino de capacitación se corre el riesgo de que el entusiasmo que se he generado con este programa se diluya si todo queda en manos de los Países Miembros. Por eso, no solamente es conveniente una labor de monitoreo por la Secretaría General realizando reuniones regulares para determinar las actividades que se han realizado en esta materia sino también buscar más financiamiento para colaborar más con los países y sus programas.

Por otro lado, es recomendable que el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina participe activamente en la realización de estas actividades y como se hizo en las Comunidades Europeas, establezca un plan de visitas y reuniones con las Altas Autoridades Judiciales de los Países Miembros y con sus escuelas judiciales, para idear otros mecanismos de interactuación en este tema, visto que tampoco podrá colaborar económicamente. Es imprescindible la presencia regular de los magistrados en las actividades de las escuelas judiciales y su participación en los programas que se diseñen.

No hay duda de que el programa andino planteado permite muchas posibilidades y pareciera que lo que se va a imponer de inmediato es la realización de cursos cortos a través de la escogencia de los módulos más interesantes. Inclusive luce posible en Colombia y Bolivia a corto plazo la realización del Programa Andino de Capacitación de Jueces Nacionales en Derecho Comunitario, al menos en su versión corta, condensada o resumida.

En todo caso, el panorama es alentador y positivo, hay mucho entusiasmo e interés en que este programa se lleve a cabo, pero no debe la Secretaría General desfallecer en esta idea y dejar que toda su implementación esté bajo la decisión de las escuelas judiciales nacionales. Es necesario que la Secretaría General y  el Tribunal de Justicia siempre estén allí, colaborando, cooperando, apoyando, sustentando todas las actividades que los Países Miembros lleven a cabo, para que al final la realización de este programa sea una realidad constante y regular.

ANEXOS

PROGRAMA ANDINO DE DERECHO COMUNITARIO

PARA CAPACITACIÓN DE JUECES NACIONALES

(Versión resumida)*

JUSTIFICACIÓN

En las reuniones  Décimo Quinta y Décimo Sexta del Consejo Presidencial Andino celebradas en las ciudades de Quito en julio de 2004 y Lima en julio de 2005, respectivamente, el órgano máximo del Sistema Andino de Integración señaló la necesidad de perfeccionar y fortalecer el Sistema Andino de Solución de Controversias y subsanar los incumplimientos de los Países Miembros. Esto se convirtió en mandato para los órganos del Sistema Andino de Integración, concretamente para la Secretaría General y el Tribunal de Justicia, que iniciaron en 2005 el análisis profundo de este tema.  Para este propósito constituyeron un Grupo Ad Hoc, integrado por representantes de los Países Miembros y de los mencionados órganos comunitarios, junto con consultores expertos en la materia. 

Este Grupo Ad Hoc concluyó que una de las acciones que había que emprender para evitar los incumplimientos y para mejorar el Sistema Andino de Solución de Controversias era la difusión del Derecho Comunitario entre los ciudadanos y operadores jurídicos, y la capacitación en esta materia, de los jueces nacionales y los funcionarios públicos, a través de diseños curriculares y extracurriculares formales.

Como parte de la anterior iniciativa, la Secretaría General de la Comunidad Andina, con la colaboración del Tribunal de Justicia, continuaron en 2006 el estudio del mencionado tema, esta vez con la realización de un seminario que se llevó a cabo los días 16 y 17 de febrero de 2005 en  la sede de la Secretaría General. En este evento participaron, además de miembros del órgano ejecutivo comunitario andino y del Tribunal de Justicia, varios representantes de los Poderes Judiciales de los Estados miembros, los cuales incluyeron a los directores y coordinadores de las escuelas judiciales nacionales y sus equivalentes. 

En el mencionado seminario, además de conocer a mayor profundidad el Derecho Comunitario Andino, se discutió sobre la situación en general de las escuelas judiciales andinas en materia de capacitación de jueces nacionales, pero especialmente se analizó cómo era, en la actualidad, la existencia del Derecho Comunitario en tales programas de capacitación.

Así las cosas, en esta última reunión se concluyó que dentro de una realidad positiva de existencia de escuelas judiciales en cada País Miembro, con programas de capacitación propios para los jueces nacionales en su ingreso y durante la realización de su carrera judicial; sin embargo era evidente que ninguna de ellas poseía programas dedicados íntegramente al Derecho Comunitario, ni de forma autónoma o como contenido de las materias ya existentes. 

Por esta última razón, una de las conclusiones de este evento fue que era necesario diseñar un Programa Andino de Derecho Comunitario que sirviera a los Estados Miembros de patrón común mínimo para que se iniciara lo más pronto posible la capacitación de los jueces nacionales en esta materia.

Es por esto por lo que la Secretaría General de la Comunidad Andina, con el apoyo de un consultor experto en la materia, ha diseñado una curricula para la capacitación de jueces nacionales en Derecho Comunitario, la cual tiene dos versiones. Una versión amplia, que consiste en ocho módulos, contentivo de un plan muy ambicioso de adiestramiento y capacitación para los jueces nacionales en materia de Derecho Comunitario, realizable a largo plazo, que se sugiere sea máximo de un año, con dos semestres diferenciados, uno para los módulos relacionados con aspectos generales del Derecho Comunitario (módulos I al IV), y el segundo semestre con módulos dedicados a aspectos específicos de la Comunidad Andina (módulos V al VII), cerrando este último semestre con un módulo (el VIII) tipo “Taller” para la aplicación práctica de los conocimientos adquiridos en los módulos teóricos anteriores.

Una versión resumida del programa de capacitación para jueces nacionales en Derecho Comunitario, que es la presente, se plantea con un contenido de cinco módulos, a ser dictada en el plazo máximo de seis meses, pudiendo ser dictado cada módulo separadamente como curso corto, según las necesidades y capacidades de cada Escuela. El contenido de este programa condensado consideramos que es el mínimo necesario que debe manejar cada juez nacional, sobre todo en determinadas jurisdicciones como la contencioso-administrativa y constitucional, para que pueda realizar adecuadamente sus funciones judiciales aplicando el Derecho Comunitario cuando proceda. Esta versión resumida del programa que puede sustituir temporalmente la realización del programa largo cuando éste no pueda llevarse a cabo. Finalmente, la versión resumida culminaría con un Taller de aplicación de los conocimientos adquiridos en los módulos anteriores. 

Se espera que las presentes propuestas se conviertan en los patrones de los que se parta en cada País Miembro para la formación de los jueces nacionales en esta materia. 

OBJETIVO GENERAL

Con la implementación del programa resumido sobre el Derecho de la Comunidad Andina en los estudios preparatorios para los jueces, se aspira que los mismos logren adquirir los conocimientos mínimos necesarios para la aplicación del Derecho Comunitario en sus jurisdicciones, cuando ello proceda, en función de contribuir al proceso de integración andina, como parte fundamental que son del sistema judicial de la Comunidad Andina.

C. OBJETIVOS ESPECIFICOS

Al finalizar el programa, los participantes (jueces nacionales) deberán ser capaces de:

a) Conocer el origen, estamento y principios rectores del Derecho Comunitario como nuevo derecho y como producto de los procesos de integración supranacionales.

b) Distinguir el Derecho Comunitario del Derecho Internacional y del Derecho Nacional, para permitir su coexistencia armónica en los Países Miembros.

c) Conocer las bases del Derecho Comunitario y su dependencia jurídica y aplicativa de las Constituciones de los Países Miembros.

d) Aplicar los principios de efecto directo y primacía del Derecho Comunitario cuando sea procedente, así como los de seguridad jurídica y de responsabilidad patrimonial de los Estados miembros frente a los ciudadanos.

e) Conocer los deberes de los jueces nacionales como jueces comunitarios cuando conozcan de casos en los que deben aplicar el Derecho Comunitario.

f) Conocer la naturaleza, características, procedencia y efectos de la Interpretación Prejudicial como mecanismo más importante de relación entre los jueces nacionales y el Tribunal de Justicia.

g) Conocer la conformación del sistema judicial comunitario y la ubicación de los tribunales nacionales en el mismo, con el fin de establecer las relaciones que deben producirse entre éstos y el Tribunal de Justicia.

h) Conocer la naturaleza y competencias del Tribunal de Justicia en el sistema judicial comunitario frente a las competencias de los jueces nacionales.

D. CONTENIDO PROGRAMÁTICO

Los módulos que consideramos debe tener este programa condensado de Derecho Comunitario para jueces nacionales son los siguientes:

*Módulo I

El Derecho Comunitario: un nuevo derecho.

1.El origen del Derecho Comunitario: las comunidades de Estados.

1.1. Las organizaciones comunitarias, las organizaciones internacionales y los Estados: diferencias y coincidencias.

1.2. El principio de atribución de poderes y la doctrina de los poderes implícitos.

1.3. La distribución de las competencias en las organizaciones comunitarias: el principio de separación de poderes.

1.4. El régimen de los actos y normas comunitarias y los procesos decisorios.

1.5. El ordenamiento jurídico comunitario y su sistema de fuentes: 

1.5.1. El derecho originario: los tratados internacionales constitutivos.

1.5.2. El derecho derivado:

1.5.2.1. Los Reglamentos europeos y las Decisiones andinas.

1.5.2.2. Las Decisiones europeas y las Resoluciones andinas.

1.5.2.3. Las Directivas europeas

1.5.3. Los principios generales del Derecho.

1.5.4. La costumbre internacional.

1.5.5. Los tratados internacionales.

1.5.6. Las relaciones y jerarquías entre las normas comunitarias.

1.5.7. El ordenamiento jurídico comunitario y su relación con los derechos nacionales.

1.6. Los principios rectores del Derecho Comunitario:

1.6.1. La aplicación directa de las normas comunitarias.

1.6.2. El efecto directo.

1.6.3. La primacía del Derecho Comunitario.

1.6.4. La seguridad jurídica del Derecho Comunitario

1.6.5. La responsabilidad patrimonial de los Estados miembros frente a los ciudadanos derivada del Derecho Comunitario.

1.6.6. El acceso directo de los particulares a la justicia comunitaria.

1.7. El Derecho Comunitario en el mundo:
1.7.1. Las Comunidades Europeas

1.7.2. La Comunidad Andina

1.7.3. El Mercado Común Centroamericano

*MÓDULO II

La Comunidad Andina: su organización y funcionamiento

1. La naturaleza jurídica de la Comunidad Andina: su supranacionalidad.

2. Las características más importantes del proceso de integración andino:

2.1 Origen y evolución.

2.1 Etapa en la que se encuentra.

2.1 Áreas en las que ha tenido incidencia.

2.1 Normativa más importante.

3. El ordenamiento jurídico andino:

2.1 El derecho originario: el Acuerdo de Cartagena y el Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, sus Protocolos e Instrumentos adicionales.

2.1 El derecho derivado: las Decisiones y las Resoluciones. Los Convenios de Complementación Económica.

2.1 Los principios generales.

2.1 La costumbre internacional.

2.1 Los tratados internacionales.

4. La relación del Derecho Comunitario Andino con los derechos nacionales.

2.1 La aplicación y efecto directo.

2.1 La primacía del Derecho Comunitario.

2.1 La seguridad jurídica en la aplicación del Derecho Comunitario.

2.1 La responsabilidad patrimonial de los Estados miembros derivada del Derecho Comunitario.

2.1 El acceso directo de los particulares al sistema judicial andino.

5. La estructura orgánica andina y su funcionamiento:

2.1 El Consejo Presidencial Andino.

2.1 El Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores.

2.1 La Comisión.

2.1 La Secretaría General.

2.1 El Tribunal de Justicia.

2.1 El Parlamento Andino.

2.1 Las instituciones financieras:

5.7.1. La Corporación Andina de Fomento (CAF).

5.7.2. El Fondo Latinoamericano de Reservas (FLAR).

2.1 Los convenios sociales:

5.8.1. El Convenio Andrés Bello.

5.8.2. El Convenio Hipólito Unanue.

5.8.3. El Convenio Simón Rodríguez.

2.1 La Universidad Andina Simón Bolívar.

2.1 Los Consejos Consultivos.

*MÓDULO III

El sistema judicial andino y su funcionamiento

1. La participación de la Secretaría General en el Sistema Andino de Solución de Controversias

2. Conformación y funcionamiento del sistema judicial andino.

3. El Tribunal de Justicia como parte del sistema judicial andino:

2.1. Naturaleza jurídica.

2.2. Características generales.

2.3. Organización y estructura.

2.4. Miembros.

2.5. Relación con los jueces nacionales.

4. Las vías judiciales andinas:

3.1. La acción de nulidad:

3.1.1. La materia de la acción.

3.1.2. Los motivos de impugnación.

3.1.3. La legitimación del accionante.

3.1.4. Los efectos de la sentencia.

3.1.5. Las medidas cautelares.

3.1.6. Los plazos.

3.1.7. La excepción de ilegalidad.

3.2. El recurso por omisión:

3.2.1. La materia del recurso.

3.2.2. Los motivos para solicitarla.

3.2.3. La legitimación del recurrente.

3.2.4. Las fases: ante el órgano andino y judicial.

3.2.5. Los efectos de la sentencia.

3.2.6. La relevancia del pronunciamiento expreso del órgano andino.

3.2.7. La posibilidad de sustituir al órgano andino si no se pronuncia.

3.2.8. Las medidas cautelares.

3.2.9. Los plazos para intentar el recurso.

3.3. La acción de incumplimiento:

3.3.1. Su naturaleza y fines.

3.3.2. Las fases: prejudicial y judicial.

3.3.3. La naturaleza jurídica del Dictamen de Incumplimiento o cumplimiento.

3.3.4. El acceso de los particulares: la figura del reclamo. Diferencias con la denuncia.

3.3.5. El alcance de la sentencia del Tribunal de Justicia: sus efectos declaratorios.

3.3.6. Los efectos comunitarios de la sentencia de incumplimiento.

3.3.7. La trascendencia individual de la sentencia de incumplimiento.

3.4. La interpretación prejudicial:

3.4.1. Sus características generales, naturaleza y fines.

3.4.2. La legitimación para intentarla: el carácter de juez nacional.

3.4.3. La obligatoriedad de la interpretación.

3.4.4. La doctrina europea del acto claro y del acto aclarado en el sistema judicial andino.

3.4.5. El alcance de la interpretación prejudicial: la importancia de los hechos del juicio nacional.

3.4.6. Los efectos de la sentencia en el juicio nacional.

3.5. La jurisdicción laboral.

3.6. El arbitraje andino.

4. El acceso a los particulares a la justicia comunitaria andina.

4.1. En la acción de nulidad y el recurso por omisión.

4.2. En la acción de incumplimiento:

4.2.1. Como denunciantes.

4.2.2. Como reclamantes.

*MÓDULO IV

El juez nacional como juez comunitario andino

1. El juez nacional como parte integrante del sistema judicial comunitario.

2. La relación de cooperación entre el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina y los jueces nacionales.

3. El fundamento constitucional nacional de la relación entre el Tribunal de Justicia y los jueces internos.

4. El reconocimiento por los jueces nacionales del Derecho Comunitario como basamento de sus sentencias.

5. La obligación del juez nacional de inaplicar el derecho nacional incompatible con el Derecho Comunitario.

6. La obligación del juez nacional competente de declarar la nulidad de actos nacionales basado en el Derecho Comunitario.

7. Los poderes del juez nacional para pronunciarse sobre la validez de los actos comunitarios.

8. El reconocimiento al juez nacional de poderes para suspender cautelarmente el derecho nacional incompatible con el Derecho Comunitario.

9. La obligación de la organización comunitaria de colaborar con el juez nacional.

10. El tratamiento del caso por los jueces nacionales cuando el conflicto normativo es entre la Constitución y el Derecho Comunitario:

10.1. La posición del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas.

10.2. La posición de los Tribunales Constitucionales europeos.

11. La protección de los derechos humanos por el juez nacional y el Derecho Comunitario.

12. La herramienta principal de los jueces nacionales comunitarios en su función judicial: la interpretación prejudicial:

12.1. Casos en que es obligatoria la interpretación prejudicial.

12.2. Casos en que es potestativa la interpretación prejudicial.

12.3. Efectos de la solicitud de interpretación judicial en el juicio nacional.

12.4. Efectos de la interpretación del Tribunal de Justicia.

12.5. Consecuencias del incumplimiento de las obligaciones judiciales comunitarias derivadas de la interpretación prejudicial por el juez nacional:

12.5.1. La acción de incumplimiento contra el Estado miembro al que pertenezca el juez nacional.

12.5.2. La responsabilidad internacional del Estado miembro al que pertenezca el juez frente a los demás Estados miembros.

12.5.3. La responsabilidad patrimonial del Estado miembro al que pertenezca el juez nacional frente a la organización comunitaria.

12.5.4. La responsabilidad patrimonial del Estado miembro al que pertenezca el juez frente a los ciudadanos afectados.

12.5.5. La responsabilidad civil personal del juez nacional frente a los ciudadanos afectados.

12.5.6. La responsabilidad disciplinaria y penal del juez nacional.

13. La declaratoria por el juez nacional de responsabilidad patrimonial del Estado miembro derivada del Derecho Comunitario:

13.1. Casos en que ha habido pronunciamiento del Tribunal de Justicia:
13.1.1. Si ha habido reclamo por un particular.

13.1.2. Si no ha habido reclamo por un particular.

13.2. Casos en que no ha habido pronunciamiento del Tribunal de Justicia.

13.3. Coexistencia en el mismo caso de declaratoria de responsabilidad patrimonial con otras decisiones judiciales, basadas en el Derecho Comunitario.

13.4. Consecuencias de la declaratoria de responsabilidad patrimonial de un Estado miembro frente a un particular.

13.5. La responsabilidad civil personal del funcionario público.

*MÓDULO V

Taller de Aplicación del Derecho Comunitario por los Jueces Nacionales

En este módulo sugerimos realizar las siguientes actividades:

a) La resolución de casos prácticos para determinar el juez competente, ya sea el Tribunal de Justicia o los jueces nacionales.

b) La resolución de casos prácticos para determinar, si el caso es competencia del juez nacional, el rol de éste en el juicio concreto y sus deberes derivados del Derecho Comunitario.

c) La resolución de casos para aplicar el Derecho Comunitario, que permitan al juez nacional asumir su rol de juez comunitario, a través de ejercicios en los que se resuelva el juicio interno con el Derecho Comunitario y no solo con el derecho nacional.

d) La resolución de casos para determinar las situaciones en las que es obligatoria, opcional o inexistente la necesidad de hacer la Interpretación Prejudicial.

e) La realización de ejercicios para hacer una solicitud de Interpretación Prejudicial.

f) La realización de ejercicios para redactar decisiones judiciales aplicando el Derecho Comunitario y la sentencia de Interpretación Prejudicial.

g) La resolución de casos en los que el juez nacional deba resolver situaciones en las que, además de la situación de ilegalidad o anticomunitariedad, haya la necesidad de pronunciarse sobre la responsabilidad patrimonial del Estado miembro frente a un ciudadano derivada del Derecho Comunitario, sea que haya habido sentencia de incumplimiento por el Tribunal de Justicia o todo el caso haya sido conocido por el tribunal nacional.

h) El análisis práctico de las sentencias más importantes que en Derecho Comunitario hayan dictado los tribunales más importantes de los Estados miembros (tribunales constitucionales, tribunales supremos, consejos de Estado, tribunales contencioso-administrativos)

Los casos prácticos se plantea que sean redactados por cada País Miembro de acuerdo con su situación constitucional y legal particular, especialmente en lo que tiene que ver con los aspectos procesales.

E. METODOLOGÍA

La metodología será decidida por cada escuela judicial de acuerdo con los recursos humanos, físicos y audiovisuales de que disponga. Sin embargo, es altamente recomendable, además de la utilización de instructores de Derecho Comunitario, el uso de presentaciones en power point en las que se esquematicen los aspectos más importantes de cada módulo, en todo caso como mecanismos de apoyo a la explicación oral del instructor y no para lectura sustitutiva de ésta, debiendo prevalecer siempre la dinámica participativa en cada una de las sesiones.

Para la realización del último módulo se recomienda utilizar la metodología tipo “Taller”, con el planteamiento de casos prácticos para resolverlos con los conocimientos teóricos adquiridos en los módulos anteriores, todo con la orientación y discusión dirigida por el facilitador.

Igualmente, se recomienda en este módulo analizar las sentencias más importantes del país correspondiente en lo que respecta a la aplicación del Derecho Comunitario a nivel nacional y si no las hubiere o para complementar aquéllas, se recomienda conocer y discutir las sentencias de los demás Países Miembros que se consideren importantes y ejemplares en este tema, así como las sentencias comunitarias europeas involucradas.

* Programa elaborado por Jorge Luis Suárez M. Consultor en enseñanza de Derecho Comunitario para la Secretaría General de la Comunidad Andina.

PROGRAMA ANDINO DE DERECHO COMUNITARIO

PARA CAPACITACIÓN DE JUECES NACIONALES*
(Versión amplia)
JUSTIFICACIÓN

En las reuniones Décimo Quinta y Décimo Sexta del Consejo Presidencial Andino celebradas en las ciudades de Quito en julio de 2004 y Lima en julio de 2005, respectivamente, el órgano máximo del Sistema Andino de Integración señaló la necesidad de perfeccionar y fortalecer el Sistema Andino de Solución de Controversias y subsanar los incumplimientos de los Países Miembros. Esto se convirtió en mandato para los órganos del Sistema Andino de Integración, concretamente para la Secretaría General y el Tribunal de Justicia, que iniciaron en 2005 el análisis profundo de este tema.  Para este propósito constituyeron un Grupo Ad Hoc, integrado por representantes de los Países Miembros y de los mencionados órganos comunitarios, junto con consultores expertos en la materia. 

Este Grupo Ad Hoc concluyó que una de las acciones que había que emprender para evitar los incumplimientos y para mejorar el Sistema Andino de Solución de Controversias era la difusión del Derecho Comunitario entre los ciudadanos y operadores jurídicos, y la capacitación en esta materia, de los jueces nacionales y los funcionarios públicos, a través de diseños curriculares y extracurriculares formales.

Como parte de la anterior iniciativa, la Secretaría General de la Comunidad Andina, con la colaboración del Tribunal de Justicia, continuaron en 2006 el estudio del mencionado tema, esta vez con la realización de un seminario que se llevó a cabo los días 16 y 17 de febrero de 2005 en  la sede de la Secretaría General. En este evento participaron, además de miembros del órgano ejecutivo comunitario andino y del Tribunal de Justicia, varios representantes de los Poderes Judiciales de los Estados miembros, los cuales incluyeron a los directores y coordinadores de las escuelas judiciales nacionales y sus equivalentes. 

En el mencionado seminario, además de conocer a mayor profundidad el Derecho Comunitario Andino, se discutió sobre la situación en general de las escuelas judiciales andinas en materia de capacitación de jueces nacionales, pero especialmente se analizó cómo era, en la actualidad, la existencia del Derecho Comunitario en tales programas de capacitación.
Así las cosas, en esta última reunión se concluyó que dentro de una realidad positiva de existencia de escuelas judiciales en cada País Miembro, con programas de capacitación propios para los jueces nacionales en su ingreso y durante la realización de su carrera judicial; sin embargo era evidente que ninguna de ellas poseía programas dedicados íntegramente al Derecho Comunitario, ni de forma autónoma o como contenido de las materias ya existentes. 

Por esta última razón, una de las conclusiones de este evento fue que era necesario diseñar un Programa Andino de Derecho Comunitario que sirviera a los Estados miembros de patrón común mínimo para que se iniciara lo más pronto posible la capacitación de los jueces nacionales en esta materia.

Es por esto por lo que la Secretaría General de la Comunidad Andina con el apoyo de un consultor experto en la materia, ha diseñado una curricula para la capacitación de jueces nacionales en Derecho Comunitario, el cual, constante de ocho módulos, se presenta  con la máxima aspiración de que se convierta en el patrón del que se parta en cada País Miembro para la formación de los jueces nacionales en esta materia. 

OBJETIVO GENERAL

Con la implementación del curso sobre el Derecho de la Comunidad Andina en los estudios preparatorios para los jueces, se aspira que los mismos logren adquirir los conocimientos necesarios para la aplicación del Derecho Comunitario en sus jurisdicciones, cuando ello proceda, en función de contribuir al proceso de integración andina.

C. OBJETIVOS ESPECIFICOS

Al finalizar el programa, los participantes (jueces nacionales) deberán ser capaces de:

a) Conocer el origen, estamento y principios rectores del Derecho Comunitario como producto de los procesos de integración supranacionales.
b) Distinguir el Derecho Comunitario del Derecho Internacional y del Derecho Nacional, para permitir su coexistencia armónica en los Países Miembros.

c) Conocer las bases del Derecho Comunitario y su dependencia jurídica y aplicativa de las Constituciones de los Países Miembros.

d) Aplicar los principios de efecto directo y primacía del Derecho Comunitario cuando sea procedente, así como los de seguridad jurídica y de responsabilidad patrimonial de los Estados miembros frente a los ciudadanos.

e) Conocer los deberes de los jueces nacionales como jueces comunitarios cuando conozcan de casos en los que deben aplicar el Derecho Comunitario.

f) Conocer la naturaleza, características, procedencia y efectos de la Interpretación Prejudicial como mecanismo más importante de relación entre los jueces nacionales y el Tribunal de Justicia.

g) Conocer la conformación del sistema judicial comunitario y la ubicación de los tribunales nacionales en el mismo, con el fin de establecer las relaciones que deben producirse entre éstos y el Tribunal de Justicia.

h) Conocer la naturaleza y competencias del Tribunal de Justicia en el sistema judicial comunitario frente a las competencias de los jueces nacionales.

CONTENIDO PROGRAMÁTICO

El programa está integrado por ocho módulos, distribuidos de la siguiente manera:


Los cuatro primeros módulos (I, II, III y IV) con contenido teórico general sobre Derecho Comunitario, con especiales referencias a las Comunidades Europeas por ser su origen, tanto en materia de supranacionalidad, principios rectores, relación con los derechos nacionales y aspectos judiciales generales.

Los tres siguientes módulos (V, VI y VI) con contenido teórico específico sobre la Comunidad Andina, tanto en sus aspectos organizacionales como judiciales, y del papel del juez nacional como juez comunitario. 

Un último módulo que se plantea realizarlo tipo “Taller”, con la finalidad de aplicar los conocimientos teóricos en casos concretos, especialmente para determinar el papel del juez nacional en la aplicación del Derecho Comunitario, con énfasis en lo que tiene que ver con la Interpretación Prejudicial. 

En este módulo se recomienda hacerlo con casos adaptados a la situación particular de cada País Miembro en materia de Derecho Procesal, para ejercitar el manejo de los recursos judiciales y de la aplicación del Derecho Comunitario. Se sugiere, además, analizar las sentencias más importantes que en la materia hayan dictado los máximos tribunales de los Estados miembros (Tribunales Supremos, Cortes Supremas, Consejos de Estado y Tribunales Constitucionales).

Cada uno de los módulos tiene un contenido independiente uno del otro, por lo que pueden ser dictados separadamente sin necesariamente ser de forma continua en el tiempo, aunque todos los módulos están relacionados entre sí, por lo que, pese a lo anterior, se recomienda que cada juez nacional curse todos los módulos en un lapso máximo de un año, pudiendo haber pequeños lapsos libres entre uno y otro.

La estructura por módulos que se plantea permite que la evaluación de los participantes pueda ser realizada al final de cada uno de aquéllos, de manera separada, aunque sistematizada, aparte de la evaluación continua que pudiera realizarse durante el desarrollo de cada módulo, especialmente en el módulo VIII (Taller). 

Los módulos son los siguientes:

*MÓDULO I
La integración y la supranacionalidad como fenómenos que originan el Derecho Comunitario.

1. El concepto de integración regional:

1.1. Su sentido etimológico

1.2. La visión de los economistas:

1.2.1. El área de preferencias arancelarias

1.2.2. La zona de libre comercio

1.2.3. La unión aduanera

1.2.4. El mercado común

1.2.5. La unión monetaria 

1.2.6. La unión económica

1.2.7. La integración total

1.3. La distinción de la cooperación internacional

1.4.  Una propuesta de concepto de integración

1.5. La integración regional en América Latina:

1.5.1. El Tratado de Libre Comercio de América del Norte (NAFTA)

1.5.2. El Mercado Común del Sur (MERCOSUR)

1.5.3. El Grupo de los Tres (G-3)

1.5.4. La Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI)

1.5.5. La Comunidad del Caribe (CARICOM)

1.5.6. El Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA)

1.5.7. El Sistema de Integración Centroamericano (SICA)

1.5.8. La Comunidad Andina (Sistema Andino de Integración SAI)

2. El concepto de supranacionalidad:

2.1. La supranacionalidad y la integración regional.

2.2. La supranacionalidad en otras experiencias internacionales: los Derechos Humanos.

2.3. La distinción de la supranacionalidad y la intergubernamentalidad.

2.4. Las características fundamentales de la supranacionalidad:

2.4.1. Primera característica: la autonomía funcional

2.4.2. Segunda característica: el poder de decisión

2.4.3. Tercera característica: el poder sobre los sujetos

2.4.4. Otras características: los elementos de Schermers:

2.4.4.1. La estructura orgánico-institucional y su funcionamiento

2.4.4.2. La obligatoriedad de los actos generados

2.4.4.3. La coacción de la organización sobre los países

2.4.4.4. La autonomía financiera

2.4.4.5. La imposibilidad de retiro unilateral de los Estados

2.4.5. Una definición de supranacionalidad

*MÓDULO II

El Derecho Comunitario: un nuevo derecho.

1.El origen del Derecho Comunitario: las comunidades de Estados.

1.1 Las organizaciones comunitarias, las organizaciones internacionales y los Estados: diferencias y coincidencias.
1.2 El principio de atribución de poderes y la doctrina de los poderes implícitos.

1.3 La distribución de las competencias en las organizaciones comunitarias: el principio de separación de poderes.

1.4 El régimen de los actos y normas comunitarias y los procesos decisorios.

1.5 El ordenamiento jurídico comunitario y su sistema de fuentes: 

1.5.1 El derecho originario: los tratados internacionales constitutivos.
1.5.2 El derecho derivado:

1.5.2.1 Los Reglamentos europeos y las Decisiones andinas.
1.5.2.2 Las Decisiones europeas y las Resoluciones andinas.

1.5.2.3 Las Directivas europeas

1.5.3 Los principios generales del Derecho.

1.5.4 La costumbre internacional.

1.5.5 Los tratados internacionales.

1.5.6 Las relaciones y jerarquías entre las normas comunitarias.

1.5.7 El ordenamiento jurídico comunitario y su relación con los derechos nacionales.

1.6 Los principios rectores del Derecho Comunitario:

1.6.1 La aplicación directa de las normas comunitarias.
1.6.2 El efecto directo.

1.6.3 La primacía del Derecho Comunitario.

1.6.4 La seguridad jurídica del Derecho Comunitario

1.6.5 La responsabilidad patrimonial de los Estados miembros frente a los ciudadanos derivada del Derecho Comunitario.

1.6.6 El acceso de los particulares a la justicia comunitaria.

1.7 El Derecho Comunitario en el mundo:
1.7.1. Las Comunidades Europeas

1.7.2. La Comunidad Andina

1.7.3. El Mercado Común Centroamericano

*MÓDULO III

El Derecho Comunitario y su relación con los derechos nacionales.

1. La relación del Derecho Internacional con los derechos nacionales: la necesidad de incorporación, transformación o recepción de aquél.

2. La innecesaria incorporación del Derecho Comunitario en los ordenamientos jurídicos nacionales.

3. La aplicación directa y la primacía del Derecho Comunitario en caso de conflicto en los Estados miembros.

4. La indispensable previsión constitucional del Derecho Comunitario y sus principios rectores para ser posible su efecto jurídico directo e inmediato.

5. La improcedencia de atribución de rango jurídico nacional al Derecho Comunitario.

6. La primacía del Derecho Comunitario y las Constituciones nacionales: ¿un problema sin solución?:

6.1. La posición del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas.

6.2. La posición de los Tribunales Constitucionales europeos.

6.3. La situación actual en Europa.

7. La primacía del Derecho Comunitario y las leyes y actos administrativos nacionales.

8. La desaplicación del derecho nacional incompatible con el Derecho Comunitario tanto por jueces como por funcionarios administrativos.

9. La eliminación definitiva de los actos o normas nacionales que estén en conflicto con el Derecho Comunitario.

10. La publicación del Derecho Comunitario en los órganos de divulgación oficiales nacionales: la seguridad jurídica.

11. La responsabilidad patrimonial de los Estados miembros frente a los ciudadanos derivada del Derecho Comunitario:

11.1. La doctrina comunitaria europea en la materia.

11.2. La situación en los países andinos.

11.3. Las previsiones de los tratados andinos en la materia.

11.4. La jurisprudencia del Tribunal de Justicia. 

*MÓDULO IV

Los sistemas judiciales de los procesos de integración comunitarios.

1. El aporte de los derechos nacionales en la conformación de los sistemas judiciales comunitarios: los recursos contencioso-administrativos y constitucionales.

2. La influencia de los modelos de Derecho Administrativo en la conformación de los sistemas judiciales.

3. La presencia del Derecho Internacional en los sistemas judiciales comunitarios: el arbitraje.

4. Los Tribunales de Justicia comunitarios y su organización:

4.1. Naturaleza jurídica.

4.2. Características.

4.3. Miembros.

4.4. Estructura.

4.5. Similitudes y diferencias con los tribunales nacionales.

4.6. Relación con los jueces nacionales.

5. Las vías judiciales comunitarias:

5.1. El recurso de anulación o acción de nulidad:

5.1.1. Materia u objeto.

5.1.2. Motivos de impugnación.

5.1.3. Legitimación.

5.1.4. Alcance y efectos de la sentencia.

5.1.5. Medidas cautelares.

5.1.6. Otros aspectos.

5.2. El recurso por omisión o inactividad:

5.2.1. Fases.

5.2.2. Materia u objeto.

5.2.3. Motivos del recurso.

5.2.4. Legitimación.

5.2.5. Alcance y efectos de la sentencia.

5.2.6. Medidas cautelares.

5.2.7. Otros aspectos.

5.3. La interpretación o cuestión prejudicial:

5.3.1. Características generales.

5.3.2. Legitimación.

5.3.3. Obligatoriedad: la doctrina del acto claro y el acto aclarado en la Unión Europea.

5.3.4. Alcance.

5.3.5. Consecuencias.

5.3.6. Tipos:

5.3.6.1. La cuestión prejudicial de interpretación.

5.3.6.2. La cuestión prejudicial de validez.

5.4. El recurso o acción de incumplimiento:

5.4.1. La fase prejudicial, administrativa o precontenciosa.

5.4.2. La fase judicial.

5.4.3. La ejecución de la sentencia.

5.4.4. La aplicación de sanciones:

5.4.4.1. Las multas a los países.

5.4.4.2. El retiro de beneficios comunitarios.

5.5. El recurso funcionarial o laboral.

5.6. El arbitraje.

*MÓDULO V

La Comunidad Andina: su organización y funcionamiento

1. La naturaleza jurídica de la Comunidad Andina: la supranacionalidad.

2. Las características más importantes del proceso de integración andino:

2.1 Origen y evolución.
2.2 Etapa en la que se encuentra.

2.3 Áreas en las que ha tenido incidencia.

2.4 Normativa más importante.

3. El ordenamiento jurídico andino:

3.1 El derecho originario: el Acuerdo de Cartagena y el Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, sus Protocolos e Instrumentos adicionales.
3.2 El derecho derivado: las Decisiones y las Resoluciones. Los Convenios de Complementación Económica.

3.3 Los principios generales.

3.4 La costumbre internacional.

3.5 Los tratados internacionales.

4. La relación del Derecho Comunitario Andino con los derechos nacionales.

4.1 La aplicación y efecto directo.
4.2 La primacía del Derecho Comunitario.

4.3 La seguridad jurídica en la aplicación del Derecho Comunitario.

4.4 La responsabilidad patrimonial de los Estados miembros derivada del Derecho Comunitario.

5. La estructura orgánica andina y su funcionamiento:

5.1 El Consejo Presidencial Andino.
5.2 El Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores.

5.3 La Comisión.

5.4 La Secretaría General.

5.5 El Tribunal de Justicia.

5.6 El Parlamento Andino.

5.7 Las instituciones financieras:

5.7.1 La Corporación Andina de Fomento (CAF).
5.7.2 El Fondo Latinoamericano de Reservas (FLAR).

6. Los convenios sociales:

6.1 El Convenio Andrés Bello.
6.2 El Convenio Hipólito Unanue.

6.3 El Convenio Simón Rodríguez.

7. La Universidad Andina Simón Bolívar.

8. Los Consejos Consultivos.

*MÓDULO VI

El sistema judicial andino y su funcionamiento

1. La participación de la Secretaría General en el Sistema Andino de Solución de Controversias

2. Conformación y funcionamiento del sistema judicial andino.

3. El Tribunal de Justicia como parte del sistema judicial andino:

3.1 Naturaleza jurídica.
3.2 Características generales.

3.3 Organización y estructura.

3.4 Miembros.

3.5 Relación con los jueces nacionales.

4. Las vías judiciales andinas:

4.1. La acción de nulidad:

4.1.1 Los plazos.
4.1.2 La excepción de ilegalidad.

4.3. El recurso por omisión:

4.3.1. Las fases: ante el órgano andino y judicial.

4.3.2. La relevancia del pronunciamiento expreso del órgano andino.

4.3.3. La posibilidad de sustituir al órgano andino si no se pronuncia.

4.4. La acción de incumplimiento:

4.4.1. Las fases: prejudicial y judicial.

4.4.2. La naturaleza jurídica del Dictamen de Incumplimiento o cumplimiento.

4.4.3. El acceso de los particulares: la figura del reclamo.

4.4.4. El alcance de la sentencia del Tribunal de Justicia.

4.4.5. Los efectos comunitarios de la sentencia de incumplimiento.

4.4.6. La trascendencia individual de la sentencia de incumplimiento.

4.5. La interpretación prejudicial:

4.5.1. La legitimación para solicitarla: el juez nacional.

4.5.2. La consulta facultativa y la obligatoria

4.5.3. La doctrina del acto claro y el acto aclarado.

4.5.4. Los efectos de la sentencia en el juicio nacional.

4.6. La jurisdicción laboral.

4.7. El arbitraje.

5. El acceso a los particulares a la justicia comunitaria andina.

5.1. En la acción de nulidad y el recurso por omisión.

5.2. En la acción de incumplimiento:

5.2.1. Como denunciantes.

5.2.2. Como reclamantes.

*MÓDULO VII

El juez nacional como juez comunitario andino

1. El juez nacional como parte integrante del sistema judicial comunitario.

2. La relación de cooperación entre el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina y los jueces nacionales.

3. El fundamento constitucional nacional de la relación entre el Tribunal de Justicia y los jueces internos.

4. El reconocimiento por los jueces nacionales del Derecho Comunitario como basamento de sus sentencias.

5. La obligación del juez nacional de inaplicar el derecho nacional incompatible con el Derecho Comunitario.

6. La obligación del juez nacional competente de declarar la nulidad de actos nacionales basado en el Derecho Comunitario.

7. Los poderes del juez nacional para pronunciarse sobre la validez de los actos comunitarios.

8. El reconocimiento al juez nacional de poderes para suspender cautelarmente el derecho nacional incompatible con el Derecho Comunitario.

9. La obligación de la organización comunitaria de colaborar con el juez nacional.

10. El tratamiento del caso por los jueces nacionales cuando el conflicto normativo es entre la Constitución y el Derecho Comunitario:

10.1 La posición del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas.
10.2 La posición de los Tribunales Constitucionales europeos.

11. La protección de los derechos humanos por el juez nacional y el Derecho Comunitario.

12. La herramienta principal de los jueces nacionales comunitarios en su función judicial: la interpretación prejudicial:

12. 1 Casos en que es obligatoria la interpretación prejudicial.
12.2 Casos en que es potestativa la interpretación prejudicial.
12.3 Efectos de la solicitud de interpretación judicial en el juicio nacional.

12.4 Efectos de la interpretación del Tribunal de Justicia.

12.5 Consecuencias del incumplimiento de las obligaciones judiciales comunitarias derivadas de la interpretación prejudicial por el juez nacional:

12.5.1 La acción de incumplimiento contra el Estado miembro al que pertenezca el juez nacional.
12.5.2 La responsabilidad internacional del Estado miembro al que pertenezca el juez frente a los demás Estados miembros.

12.5.3 La responsabilidad patrimonial del Estado miembro al que pertenezca el juez nacional frente a la organización comunitaria.

12.5.4 La responsabilidad patrimonial del Estado miembro al que pertenezca el juez frente a los ciudadanos afectados.

12.5.5 La responsabilidad civil personal del juez nacional frente a los ciudadanos afectados.

12.5.6 La responsabilidad disciplinaria y penal del juez nacional.

13. La declaratoria por el juez nacional de responsabilidad patrimonial del Estado miembro derivada del Derecho Comunitario:

13.1 Casos en que ha habido pronunciamiento del Tribunal de Justicia:
13.1.1 Si ha habido reclamo por un particular.
13.1.2 Si no ha habido reclamo por un particular.

13.2 Casos en que no ha habido pronunciamiento del Tribunal de Justicia.
13.3 Coexistencia en el mismo caso de declaratoria de responsabilidad patrimonial con otras decisiones judiciales, basadas en el Derecho Comunitario.

13.4 Consecuencias de la declaratoria de responsabilidad patrimonial de un Estado miembro frente a un particular.

13.5 La responsabilidad civil personal del funcionario público.

*MÓDULO VIII

Taller de Aplicación del Derecho Comunitario por los Jueces Nacionales

En este módulo deberán realizarse las siguientes actividades:

1) La resolución de casos prácticos para determinar el juez competente, ya sea el Tribunal de Justicia o los jueces nacionales.
2) La resolución de casos prácticos para determinar, si el caso es competencia del juez nacional, el rol de éste en el juicio concreto y sus deberes derivados del Derecho Comunitario.

3) La resolución de casos para aplicar el Derecho Comunitario, que permitan al juez nacional asumir su rol de juez comunitario, a través de ejercicios en los que se resuelva el juicio interno con el Derecho Comunitario y no solo con el derecho nacional.

4) La resolución de casos para determinar las situaciones en las que es obligatoria, opcional o inexistente la necesidad de hacer la Interpretación Prejudicial.

5) La realización de ejercicios para hacer una solicitud de Interpretación Prejudicial.

6) La realización de ejercicios para redactar decisiones judiciales aplicando el Derecho Comunitario y la sentencia de Interpretación Prejudicial.

7) La resolución de casos en los que el juez nacional deba resolver situaciones en las que, además de la situación de ilegalidad o anticomunitariedad, haya la necesidad de pronunciarse sobre la responsabilidad patrimonial del Estado miembro frente a un ciudadano derivada del Derecho Comunitario, sea que haya habido sentencia de incumplimiento por el Tribunal de Justicia o todo el caso haya sido conocido por el tribunal nacional.

8) El análisis práctico de las sentencias más importantes que en Derecho Comunitario hayan dictado los tribunales más importantes de los Estados miembros (tribunales constitucionales, tribunales supremos, consejos de Estado, tribunales contencioso-administrativos)

Los casos prácticos se plantea que sean redactados por cada País Miembro de acuerdo con su situación constitucional y legal particular, especialmente en lo que tiene que ver con los aspectos procesales.

METODOLOGÍA

La metodología será decidida por cada escuela judicial de acuerdo con los recursos humanos, físicos y audiovisuales de que disponga.

Sin embargo, se recomienda que los módulos I al VII sean teóricos-participativos, es decir, sean dictados a través de clases en las que el profesor sea un facilitador de las discusiones, que en todo caso deberán ser dirigidas, en las que en cada sesión haya una introducción general del punto a estudiar por parte del docente, pero luego de esta introducción general deberá buscarse la mayor participación posible de los participantes, evitando las clases magistrales o tipo conferencia.

Para lograr lo anterior, se recomienda para cada sesión asignar previamente la lectura de material bibliográfico o jurisprudencial relacionado con la materia a analizar en ella.

Asimismo, el módulo VIII se plantea hacerlo tipo “Taller”, es decir, con la realización de ejercicios prácticos para resolver casos basados en aspectos fundamentales del Derecho Comunitario, para la aplicación de los conocimientos teóricos adquiridos en los módulos anteriores, sobre todo para determinar el rol del juez nacional en los juicios en los que se aplique el Derecho Comunitario y la forma en que debe cumplir ese rol y decidir el caso.

Estos casos se recomienda que sean diseñados de acuerdo con la situación particular de cada País Miembro, en materia constitucional y legal, especialmente en sus aspectos procesales, en todo caso con aplicación del Derecho Comunitario.

Es importante que en este módulo VIII se analicen las sentencias más importantes que en cada país se hayan producido en la materia, sea que haya habido una buena decisión o que no, para justamente discutir la procedencia jurídica de la decisión adoptada en cada caso. Este análisis se sugiere realizarlo de la manera más participativa posible, tratando de hacer ejercicios prácticos con las mismas.

Se recomienda evaluar a los participantes en cada módulo por separado.

BIBLIOGRAFÍA BASE (válida para ambos programas)

Para la realización de estos programas es indispensable la utilización de la siguiente bibliografía-base, que es la mínima que se recomienda utilizar para obtener resultados óptimos en el mismo, la cual podrá ser complementada por cada Escuela
:

ALONSO GARCIA, Ricardo, Derecho Comunitario. Sistema Constitucional y Administrativo de la Comunidad Europea, Editorial Centro de Estudios Ramón Areces, S.A., Madrid, 1994.

____________, Derecho Comunitario,, Derechos Nacionales y Derecho Común Europeo, Editorial Cívitas, Madrid, 1989.

_____________, La responsabilidad de los Estados miembros por infracción del Derecho Comunitario, Fundación Universidad Empresa-Editorial Cívitas, Colección Cuadernos de Estudios Europeos, Madrid, 1997.

_____________, Las Sentencias Básicas del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2003.

______________, El Juez Español y el Derecho Comunitario, Tirant Lo Blanch, Valencia, 2004.

ANDUEZA, José Guillermo y otros, El Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena, Instituto para la Integración de América Latina (INTAL)-Banco Interamericano de Desarrollo (BID), Buenos Aires, 1985.

_____________, El Tribunal del Pacto Andino, Publicaciones del Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena, Quito, 1986.

ESCOBAR HERNÁNDEZ, Concepción. El Recurso por omisión ante el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas. Madrid. Fundación Universidad Empresa. 1993.

FARÍAS MATA, Luis H. y otros, Jornada sobre Derecho Subregional Andino, Universidad de Margarita (UNIMAR), El Valle del Espíritu Santo (Isla de Margarita-Venezuela), 2003.

FUENTETAJA PASTOR, Jesús Ángel. El Proceso Judicial Comunitario. Madrid. Marcial Pons. 1996. 

GARCIA DE ENTERRIA, Eduardo y Ricardo Alonso García, La encrucijada constitucional de la Unión Europea, Colegio Libre de Eméritos-Editorial Cívitas, Madrid, 2002 (obra colectiva).

GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús, Responsabilidad Patrimonial de las Administraciones Públicas, Editorial Cívitas, Madrid, 2000.

HARTLEY, T. C., The Foundations of the European Community Law, Clarendon Press, Oxford, 2003.

ISAAC, Guy, Manual de Derecho Comunitario General, Editorial Ariel, Barcelona, 1995.

LOUIS, Jean-Víctor El ordenamiento jurídico comunitario, Comisión de las Comunidades Europeas, Bruselas-Luxemburgo, 1991.

MANGAS MARTÍN, Araceli y Diego Liñán Nogueras, Instituciones y Derecho de la Unión Europea, Mc Graw-Hill, Madrid, 1996.

ORTIZ ÁLVAREZ, Luis, La Responsabilidad Patrimonial de la Administración Pública, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1995.

_______________, La Responsabilidad Civil de los Funcionarios Públicos, Editorial Sherwood, Caracas, 2002.

PAREJO ALFONSO, Luciano; Tomás de la Quadra-Salcedo, Ángel Manuel Moreno Molina, y Antonio Estella de Noriega, Manual de Derecho Administrativo Comunitario, Editorial Centro de Estudios Ramón Areces, Madrid, 2000.

PEREZ TREMPS, Pablo, Constitución Española y Comunidad Europea, Fundación Universidad Empresa- Editorial Cívitas, Madrid, 1994.

PÉREZ TREMPS, Pablo (Coordinador), Integración Política y Constitución, Corporación Editora Nacional, Quito, 2004.

PICO MANTILLA, Galo, Derecho Andino, Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena, Quito, 1992.

_____________, Jurisprudencia Andina, Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena, Quito, 1990.

RODRÍGUEZ IGLESIAS, Gil Carlos y Diego Liñán Nogueras (Directores), El Derecho Comunitario Europeo y su Aplicación Judicial, Editorial Cívitas, Madrid, 1993.
RUIZ-JARABO COLOMER, Dámaso, El Juez nacional como Juez Comunitario, Fundación Universidad Empresa-Editorial Cívitas, Colección Cuadernos de Estudios Europeos, Madrid, 1993.

SACHICA, Luis Carlos y otros, El Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena, Instituto para la Integración de América Latina (INTAL)-Banco Interamericano de Desarrollo (BID), Buenos Aires, 1985.

SALAZAR MANRIQUE, Roberto y otros, Jornadas sobre Integración Económica y Derecho Comunitario Andino, Instituto de Estudios Jurídicos del Estado Lara-Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena, Barquisimeto, 1995.

SCHERMERS, Henry G., International Institutional Law, Sijthoff & Noordhoff International Publishers B. V., Alphen aan den Rijn, The Netherlands, 1980.

_____________ y Denis Waelbroeck, Judicial Protection in the European Communities, Kluwer Law and Taxation Publishers, The Netherlands, 1987.

SUÁREZ MEJÍAS, Jorge Luis, El Derecho Administrativo en los Procesos de Integración: la Comunidad Andina, Fundación de Estudios de Derecho Administrativo (FUNEDA), Caracas, 2005.

URIBE RESTREPO, Fernando, El Derecho de la Integración en el Grupo Andino, Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena, Quito, 1990.

VIGIL, Ricardo y otros, Testimonio Comunitario, Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, Quito, 2005.

WEILER, Joseph H. H., Europa, Fin de Siglo, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1995.
REVISTAS A CONSULTAR (POR ARTÍCULOS)

Las siguientes revistas contienen artículos muy valiosos que pueden ser muy útiles para el desarrollo del presente programa:

Revista de Derecho Comunitario Europeo, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, España.

Revista Española de Derecho Administrativo, Editorial Cívitas, Madrid, España.

Revista de las Administraciones Públicas, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, España.

Revista DeCITA, Editorial Zavalia, Buenos Aires, Argentina.

Revista de Derecho Constitucional, Editorial Sherwood, Caracas, Venezuela.

Revista de Derecho Administrativo, Editorial Sherwood, Caracas, Venezuela.

Revista de Derecho Público, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, Venezuela.

Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Universidad Central de Venezuela, Caracas, Venezuela.

* * * *

* Programa elaborado por Jorge Luis Suárez M. Consultor en enseñanza de Derecho Comunitario para la Secretaría General de la Comunidad Andina.
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� 	A los efectos de este informe incluimos en la expresión “jueces nacionales” a todos los funcionarios judiciales que realizan actividad jurisdiccional en los Países Miembros, independientemente de los nombres o denominaciones que se le dan a cada uno de ellos en la organización interna de los Estados, tales como vocal, magistrado, etc.


� 	El presente informe consta del presente documento y el programa andino definitivo elaborado para la capacitación de jueces nacionales en materia de Derecho Comunitario, debidamente ajustado luego de las visitas realizadas a las escuelas judiciales y sus figuras equivalentes, existentes en los Países Miembros. 


� No incluye artículos monográficos.
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